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ASUNTO:
ARCHIVO ENTIDADES PUBLICAS – HABEAS DATA.
En mi condición de Director Técnico Legal del Instituto de Desarrollo Urbano – IDU, y en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 17 de la Resolución 013 de 2005 y por el artículo 2º de la Resolución 5449 de 2006, modificatoria de la Resolución 1705 del 19 de abril de 2006, me permito proveer la presente instrucción jurídica sobre el asunto de la referencia, en los siguientes términos: 

La función de la Administración Pública se caracteriza por su carácter documental, es decir, las actuaciones, actos y hechos de ésta se ven reflejados en documentos que constituyen prueba o evidencia de la actividad desplegada, es decir, es su forma física, palpable y externa.
Por lo tanto, la función del archivo se encuentra dirigida garantizar la conservación de los actos y la posibilidad de demostrar su existencia, desarrollo y efectos, así como el derecho de los ciudadanos a acceder a los mismos. 

Cabe señalar que, para efectos de tener claridad al respecto, el Código de Procedimiento Civil, en su artículo 251, ha indicado de manera enunciativa aquello que se tiene por documento, igualmente distinguiendo cuál se constituye como público o privado,  de la siguiente manera:

“Son documentos los escritos, impresos, planos, dibujos, cuadros, fotografías, cintas cinematográficas, discos, grabaciones magnetofónicas, radiografías, talones, contraseñas, cupones, etiquetas, sellos y, en general, todo objeto mueble que tenga carácter representativo o declarativo, y las inscripciones en lápidas, monumentos, edificios o similares.

Los documentos son públicos o privados.

Documento público es el otorgado por el funcionario público en ejercicio de su cargo o con su intervención. Cuando consiste en un escrito autorizado o suscrito por el respectivo funcionario, es instrumento público; cuando es otorgado por un notario o quien haga sus veces y ha sido incorporado en el respectivo protocolo, se denomina escritura pública.

Documento privado es el que no reúne los requisitos para ser documento público.”

Cualquiera que sea el sistema de archivo con el que cuente una entidad pública, este deberá reflejar el estado actual del procedimiento, trámite y actuación desplegada.

Lo anterior dentro del marco de la figura del Habeas Data contemplada en el artículo 15 de la Constitución Política, que ha sido definida como el derecho a la actualización de la base de datos de las entidades, que refleje el comportamiento o estado presente, veraz y fidedigno de las actuaciones, así:
“Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas.
En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y demás garantías consagradas en la Constitución. (...)”
La mencionada figura comprende los derechos a la intimidad  personal, intimidad familiar y al buen nombre, siendo este último el que presenta mayor relevancia en las actividades adelantadas en desarrollo de la función pública de las entidades, entre ellas el IDU.
El buen nombre ha sido definido por la jurisprudencia de la Corte Constitucional como la reputación o el concepto que de una persona tienen los demás, y que se configura como derecho frente al detrimento que pueda sufrir como producto de expresiones ofensivas o injuriosas o informaciones falsas o tendenciosas, concepto que cobija tanto a personas naturales, como a jurídicas.  
En sentencia T-527 de 2000, reiterando la consolidada jurisprudencia constitucional se dijo:

“La Corte Constitucional  ha sostenido que el derecho a la información no es absoluto, de donde resulta que puede ser utilizado para revelar datos que lesionen la honra y el buen nombre de las personas. La información en los términos del ordenamiento superior, debe corresponder a la verdad, debe ser verídica e imparcial, pues no existe derecho a dirigir informaciones que no sean ciertas y objetivas. En este sentido, a juicio de la Corte, mientras las informaciones sobre un deudor sean fidedignas, verídicas y completas, no se puede afirmar que el suministro y la circulación de los datos a quienes tienen un interés legítimo en conocerlos vulnere el buen nombre de su titular.”

Respecto a la veracidad y certeza de la información que reposa en las bases de datos o archivos de las entidades públicas o privadas, esta misma Corporación ha manifestado:

“La información incompleta no es información verdadera
En la providencia de segunda instancia ha sostenido con razón la Corte Suprema de Justicia que la veracidad de la información es el fundamento básico para que, de un lado el particular pueda reclamar contra lo que no se ajuste a ella y para que, de otro, la comunidad tenga certeza sobre la información.
También ha expresado ese Tribunal que el derecho al Habeas Data no comprende la facultad de exigir que las entidades que suministran datos incorporen o mantengan informaciones distintas a las que realmente correspondan a la verdad, porque, además de reflejar una ilustración pública falsa, arriesga a la colectividad a que adopte un comportamiento inadecuado teniendo como fundamento dicha divulgación.
(…)
En efecto, debe afirmarse una vez más que la información, para ser veraz, tiene que ser completa, es decir, se espera que comprenda todos los aspectos esenciales del asunto que constituye su objeto. De tal modo que la información incompleta no puede reclamar el calificativo de verdadera.
La información divulgada en contra de una persona o entidad ocultando aquellos aspectos favorables que, integrados a los negativos, eliminarían cualquier equívoco, afecta de manera injusta la honra y el buen nombre de aquel a quien se refieren y, por lo tanto, frente a ellas cabe la rectificación y actualización de lo informado. En ello consiste el Habeas Data (Artículo 15 C.P.), sobre el supuesto de que se trata de un mecanismo constitucional, en sí mismo derecho fundamental, que tiene por objeto específico la efectividad de otros derechos fundamentales como la intimidad, la honra y el buen nombre de quien pueda resultar afectado por la inclusión y divulgación de informaciones suyas en archivos y bancos de datos. En lo que respecta al buen nombre, como lo señaló la Sala Plena de esta Corte en las aludidas sentencias de unificación, entra en conflicto con el derecho a la información "cuando aquél se vulnera por la divulgación de ésta". (...)”(Negrilla fuera de texto)

Por lo tanto, todos los documentos derivados de la función y/o actividad de la Administración, que por razón del desarrollo de funciones o cumplimiento de las obligaciones contractuales, se encuentren bajo la custodia del servidor público o contratista de apoyo a la gestión, deberán archivarse en la carpeta del asunto al que corresponda, con el fin de mantener la memoria institucional de la entidad y el amparo del derecho constitucional aquí mencionado.
Para concluir, el archivo de la entidad debe encontrase permanentemente actualizado, y los documentos que allí reposen deben reflejar en forma fiel y veraz el desarrollo y estado de la actividad o asunto que se consulta.   

Cordialmente,
INOCENCIO MELÉNDEZ JULIO
Director Técnico Legal
Proyectó: Ángela María Cuéllar  Durán.  Abogada Dirección Técnica Legal.
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